
Santiago, veinte  de noviembre de dos mil veinte.

Vistos:

Comparecen Guido Sep lveda S nchez y Franco Tosti-Croce Mayne,ú á  

abogados, domiciliados para estos efectos en Paseo Bulnes N  107, oficinaº  

25, Santiago, actuando en representaci n de ó CL NICA ALEMANA DEÍ  

TEMUCO S.A. , ( La Cl nica ) RUT N  96.606.750-0, con domicilio en“ í ” º  

Temuco, calle Senador Est banez N  645, é º interponiendo  rec lamaci nó  

de conformidad a lo preceptuado en los Arts. 113 y 121 N  11 del D.F.L.º  

N  1 del  a o 2005 del Ministerio de Salud,  que fij  el texto refundido,º ñ ó  

coordinado y sistematizado del D.L. N  2763 de 1979 y de las Leyes 18.933º  

y 18.469 (en adelante tambi n D.F.L. N  1/2005 ) contra de la Resoluci né “ º ” ó  

Exenta SS/N  340 de fecha 26 de marzo de 2020 de la Superintendenciaº  

de Salud que desestim  el recurso jer rquico deducido subsidiariamente a laó á  

reposici n planteada respecto de la Resoluci n Exenta IP/N  311 de fechaó ó º  

27 de enero de 2020, de la Intendencia de Prestadores de Salud, que le 

aplic  una  multa  de  370  Unidades  Tributarias  Mensuales  (UTM),  conó  

ocasi n de un reclamo administrativo presentado por un particular.ó

I.  Antecedentes : 

Explican que el d a 10 de diciembre de 2015 la paciente do a Nancyí ñ  

Soto Henr quez consult  en servicio de urgencia por presentar una bajaí ó  

importante  de  peso  en  los  ltimos  5  meses,  asociada  a  decaimiento  yú  

malestar en columna y caderas. Portaba ex menes de anemia importante.á  

Ingres  con diagn stico de ó ó anemia en estudio, depresi n en tratamiento y artrosisó  

de caderas, esto es, ninguna dolencia de riesgo vital. 

El 7 de marzo de 2016,  don Jorge Astudillo Rebolledo ingres  eló  

reclamo N  600150-16 por supuesta  infracci n  al  art.  173 inciso  7  delº ó º  

D.F.L. N  1/2005, esto es, por haberse condicionado la atenci n de salud aº ó  

la suscripci n de un pagar , pese a su condici n de urgencia o emergencia. ó é ó

A trav s de Resoluci n Exenta IP/N  2485, de 11 de diciembre deé ó º  

2018,  la  Intendencia  de  Prestadores  de  Salud  (en  adelante  tambi né  

Resoluci n  N  2485 ),  decidi  acoger  el  referido  reclamo,  formulando“ ó º ” ó  

cargos en contra de la cl nica, los que fueron contestados. Por resoluci ní ó  

exenta IP/N  311 de 27 de enero de 2020 el rgano fiscalizador decidi° ó ó 
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sancionar a la Cl nica Alemana de Temuco al pago de una multa de 370í  

UTM1 por infracci n al art. 173 inc. 7  del D.F.L N  1/2005.ó º º

En  contra  de  esa  resoluci n  condenatoria  se  dedujo  recurso  deó  

reposici n y en subsidio recurso jer rquico. Fue desestimada la reposici n yó á ó  

se orden  la remisi n del expediente administrativo al Superintendente deó ó  

Salud.  Finalmente,  el  Superintendente  de  Salud  dict  la  resoluci nó ó  

impugnada por este medio,  en  la  que se limit  a  confirmar  la  decisi nó ó  

adoptada por la Intendencia de Prestadores de Salud en primera instancia.

II. -  Admisibi l idad de la reclamaci nó :

Previene el reclamante que una lectura sesgada del art. 113 del D.F.L. 

N  1/2005 podr a llevar a suponer equivocadamente que el legislador noº í  

previ  la  posibilidad  de  reclamar  judicialmente  en  contra  deló  

pronunciamiento del Superintendente de Salud,  puesto que el inc. 3  deº  

aquella norma indica que la reclamaci n judicial ha de dirigirse ó en contra“  

de  la  resoluci n  que  deniegue  la  reposici nó ó ”.  Sin embargo,  la  primera y m sá  

importante raz n que habilita a esta parte para reclamar judicialmente seó  

encuentra  en  aplicaci n  del  principio  de  impugnabilidad  de  los  actosó  

administrativos.  Este  principio  tiene  su  ra z  en  los  arts.  6  y  7  de  laí º º  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, los cuales combinadamente consagranó í ú  

los principios de supremac a constitucional y de legalidad,  que unidos alí  

art culo  38  inciso  2  permiten  a  los  administrados  reclamar  ante  losí º  

Tribunales  de  Justicia  por  las  lesiones  que  en  sus  derechos  incurra  la 

Administraci n.  El  antecedente  legal  de  este  principio  est ,  en  primeró á  

t rmino,  en  el  art.  10  de  la  Ley  18.575  sobre  Bases  Generales  de  laé  

Administraci n del Estado (en adelante tambi n LBGAE ) que precept aó é “ ” ú  

que los actos administrativos ser n impugnables mediante los recursos queá  

establezca la ley. Esta norma reconoce la procedencia de ambos recursos, 

manteniendo inc lumes las acciones jurisdiccionales. Asimismo, el art. 15 deó  

la LBPA consagra expresamente este principio en examen. Estas normas 

deben entenderse complementadas por el art. 54 de la LBPA que establece 

la interrupci n de los plazos de impugnaci n y la incompatibilidad de laó ó  

reclamaci n administrativa con la judicial simult nea. En el mbito adjetivo,ó á á  

el art. 59 del mismo cuerpo legal, dispone que los actos administrativos son 

impugnables  ante  la  misma  Administraci n  por  dos  v as  ordinarias:  (i)ó í  
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primero,  por medio del recurso de reposici n interpuesto ante el  mismoó  

rgano que dict  el acto impugnado, o (ii) segundo, a trav s del recursoó ó é  

jer rquico que debe entablarse para ante el superior, o bien deducido ená  

subsidio a la reposici n. ó

Otra raz n para declarar admisible la reclamaci n judicial est  en eló ó á  

hecho que una interpretaci n diversa, es decir, que no ser a procedente enó í  

contra  de  la  resoluci n  de  la  Superintendencia  que  resuelve  un  recursoó  

jer rquico,  contravendr a  el  car cter  supletorio  y  unitario  queá í á  

homog neamente se le ha reconocido a la LBPA. Otro fundamento paraé  

sustentar la admisibilidad se encuentra en el propio texto del art. 127 del 

D.F.L.  N  1/2005  situado  entre  las  normas  comunes  a  ambasº –  

Intendencias , que establece que los afiliados y beneficiarios de los Libros II–  

y III del mismo cuerpo legal, s lo podr n deducir reclamos administrativosó á  

en contra del Fondo Nacional de Salud (Fonasa),  de las Instituciones de 

Salud  Previsional  (Isapres)  y  Prestadores  de  Salud,  una  vez  que  dichos 

reclamos hayan sido conocidos y resueltos por la entidad que corresponda. 

La  jurisprudencia  de  la  E.  Corte  Suprema  recoge  y  admite  la 

interpretaci n que se viene sosteniendoó

III .  Alegaciones de forma y de fondo : 

Efectuadas  esas  precisiones  preliminares,  la  reclamante  formula 

alegaciones de orden formal y sustantivo que har an procedente dejar siní  

efecto la multa. A saber:

1.- Decaimiento del acto administrativo:

Tanto  a  nivel  doctrinal  como  jurisprudencial  el  decaimiento  es 

identificado como el modo de extinguir el acto por causas sobrevinientes de 

hecho  o  de  derecho,  y  que  afectan  el  objeto  y  causa  del  acto  o 

procedimiento,  haci ndolo  ineficaz,  in til  o  incluso  ileg timo.  Seg n  laé ú í ú  

abundante  jurisprudencia  de  la  E.  Corte  Suprema  los  antecedentes 

normativos del decaimiento del procedimiento administrativo se encuentran 

en los arts. 3  inc. 2 , 5  inc. 1  y 11 de la Ley 18.575. Sin perjuicio de loº º º º  

anterior,  la  substanciaci n  eficiente  y  eficaz  del  procedimientoó  

administrativo,  dentro  de  m rgenes  temporales  acotados  y  razonables,á  

obedece  a  la  observancia  de  los  principios  generales  de  la  LBPA, 

espec ficamente  los  de  celeridad  (art.  7 ),  conclusivo  (art.  8 )  eí º º  
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inexcusabilidad  (art.  9 ).  Finalmente,  un  retardo  injustificado,  que  no seº  

afinque en circunstancias objetivas y justificadas, contraviene el derecho a 

ser juzgado dentro de un plazo razonable, que es uno de los aspectos de la 

garant a a un proceso racional y justo, consagrada en el art. 19 N  3 de laí º  

Constituci n Pol tica de la Rep blica. ó í ú

En t rminos generales, acudiendo al plazo previsto en el art. 53 de laé  

LBPA establecido para que la Administraci n invalide sus propios actos ,– ó –  

la  jurisprudencia  ha  comprendido que  el  decaimiento  del  procedimiento 

administrativo  se  producir  cuando  exista  una  tardanza  o  demoraá  

injustificada que supere los 2 a os.  En el caso sub-lite,  de acuerdo a loñ  

explicado  en  los  antecedentes,  se  podr  observar  que  el  procedimientoá  

administrativo  iniciado  con  el  reclamo  y  terminado  con  la  decisi nó  

condenatoria contenida en la resoluci n impugnada demor  m s de 2 a osó ó á ñ  

y  8  meses  en  tramitarse.  Ahora,  si  se  considera  que  el  procedimiento 

administrativo  sancionatorio  comienza  con  la  formulaci n  de  cargos  yó  

termina con la resoluci n que impuso la multa, igualmente se tiene comoó  

resultado que el procedimiento estuvo inmovilizado durante un plazo que 

super  los 2 a os, lo que forzosamente conlleva su decaimiento. Adem s, seó ñ á  

debe considerar que entre la interposici n del recurso de reposici n conó ó  

jer rquico subsidiario  y la Resoluci n que se pronunci  sobre este ltimoá ó ó ú  

arbitrio, transcurrieron casi tres a os. Desde otra perspectiva, si se considerañ  

la duraci n total del procedimiento desde la interposici n del reclamo hastaó ó  

su total conclusi n, la Superintendencia de Salud se permiti  dilatarlo poró ó  

m s de 5 a os. á ñ

2.-  La paciente no estaba en condici n de urgencia y la resoluci nó ó  

carece de fundamentos para determinarla:

En la resoluci n de la Intendencia de Salud se indica que el pacienteó  

ingres  a la  Cl nica en condici n  cl nica  de urgencia  vital  ó í ó í dado  por  un“  

cuadro de anemia severa que requiri  de medidas inmediatas e impostergablesó ”. Esa 

breve aseveraci n carece de fundamentaci n t cnica, no basta con la meraó ó é  

aseveraci n de registrar un cuadro de anemia severa y tampoco se se alanó ñ  

los  medios  de  convicci n  que  permitan  sustentar  la  tesis  de  laó  

Administraci n.ó

3.- Infracciones al debido proceso:
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El  procedimiento  administrativo  estuvo  viciado,  puesto  que  se  vio 

impedida  de  rendir  prueba,  hubo  inversi n  del  onus  probandi  y  no  seó  

valor  en derecho la prueba documental aportada.ó

3.1.-  Omisi n de diligencia probatoria.  ó En sus descargos solicit  laó  

apertura  de  un t rmino probatorio  para  que el  m dico  que atendi  deé é ó  

urgencia a la paciente diera cuenta de si efectivamente hab a condici n deí ó  

urgencia. La administraci n no se pronunci  sobre el particular, dej ndoleó ó á  

en indefensi n;ó

3.2.- Inversi n de la carga probatoriaó . La forma en que se estructuró 

el reproche implic  trasladar a la cl nica el deber de desvirtuar la condici nó í ó  

de urgencia; y

3.3.- Omisi n de valoraci n probatoriaó ó . En su escrito de reposici n yó  

jer rquico acompa  un informe m dico que daba cuenta que la condici ná ñó é ó  

de salud de la paciente no era de urgencia. La Superintendencia se limita a 

decir  que ese  documento no desvirt a lo  asentado y que emana de unú  

dependiente del prestador.    

4.- Deficiente fundamentaci n para justificar la cuant a d ela multaó í :

En  su  actividad  sancionatoria  la  Administraci n  debe  ce irseó ñ  

estrictamente al  principio de proporcionalidad,  en tanto se trata  de una 

manifestaci n del  ó ius puniendi estatal. Por lo tanto, al aplicar la pena, la 

Administraci n debe velar por mantener una correcta razonabilidad entre eló  

hecho infraccional y el quantum de la sanci n. Asimismo, cualquier decisi nó ó  

de la Administraci n debe encontrarse suficientemente motivada, m s aun sió á  

se trata de una que importe la aplicaci n de un castigo. ó

Del razonamiento  efectuado en la  especie  se  puede obtener  como 

conclusi n que la cuant a de la multa fue fijada teniendo en consideraci nó í ó  

la gravedad de la infracci n; la no correcci n de la irregularidad,  al  noó ó  

disponerse  la  devoluci n  del  instrumento  mercantil  cuestionado  y,  poró  

ltimo, la conducta contravencional reiterada de la Cl nica. La Resoluci nú í ó  

que rechaz  el recurso de reposici n nada dice sobre los fundamentos paraó ó  

modificar  la  cuant a  de  la  multa.  Finalmente,  dictada  por  elí  

Superintendente  de  Salud  tampoco  se  propone  suplir  las  omisiones  del 

inferior  jer rquico  en  la  motivaci n  de  la  decisi n  condenatoria,á ó ó  

desestimando cualquier modificaci n al quantum de la sanci n. ó ó
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Se desarrollan latamente, enseguida, las razones que al entender del 

reclamante llevar an a concluir la desproporci n que reclama, acentuando laí ó  

falta de fundamentaci n y la improcedencia de la reiteraci n.ó ó

Solicita que se acoja la reclamaci n, declarando que: 1) Se deja sinó  

efecto la Resoluci n Exenta impugnada y, consecuencialmente, que se dejaó  

sin  efecto  tambi n  la  multa  de  370 UTM en que fuera  condenada;  2)é  

Subsidiariamente, y en su caso, que se acoge parcialmente la reclamaci n deó  

multa, en cuanto a que se rebaja la multa impuesta a la Cl nica Alemana deí  

Temuco, al m nimo legal previsto en el Art. 121 N  11 inc. 2  del D.F.L. Ní º º º 

1/2005  del  Ministerio  de  Salud,  esto  es,  a  10  UTM,  o  a  un  monto 

notablemente inferior, que sea ajustado a Derecho y al m rito de autos.é

Se apersona don Patricio Fern ndez P rez, Superintendente de Salud,á é  

en  representaci n  de  la  ó Superintendencia  de  Salud ,  ambos 

domiciliados en Av. Bernardo O Higgins 1449, torre 2, 6  piso, evacuando’ °  

el informe correspondiente, en los t rminos que siguen.é

1.-  Inadmisibi l idad de la rec lamaci nó :

De acuerdo con lo que prescribe el art culo 113 del DFL N  1 deí °  

2005,  En  contra  de  la  resoluci n  que  deniegue  la  reposici n  el  afectado  podr“ ó ó á  

reclamar dentro de los quince d as h biles siguientes a su notificaci n ante la Corte deí á ó  

Apelaciones  que  corresponda,  la  que  deber  pronunciarse  en  cuenta  sobre  laá  

admisibilidad del reclamo y si ste ha sido interpuesto dentro del t rmino legal .é é ”  Por lo 

tanto, la reclamaci n ejercida est  prevista exclusivamente para impugnar laó á  

resoluci n que rechaza la reposici n intentada ante la misma autoridad queó ó  

dict  el acto que se pretende modificar o anular y ese no es este caso, dadoó  

que  se  busca  la  impugnaci n  de  la  resoluci n  que desestim  el  recursoó ó ó  

jer rquico. Remarca que la interposici n del recurso jer rquico planteadoá ó á  

en su oportunidad por la actual reclamante import  su renuncia al ejercicioó  

de la acci n jurisdiccional.ó

2.- En cuanto al  fondo del asunto :

Para  el  caso  improbable  de  negarse  lugar  a  su  petici n  deó  

inadmisibilidad, se refiere a los cuestionamientos de la reclamaci n.ó

2.1.- Sobre los procedimientos administrativos seguidos en este caso:

Como est  involucrada una cuesti n de plazos, la reclamada enfatizaá ó  

que ac  hubo dos procedimientos.á  Un  primer  procedimiento  fue el 
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seguido a ra z del reclamo del particular o paciente, por hab rsele exigido laí é  

suscripci n de un pagar  en blanco al momento de su ingreso a la cl nicaó é í  

en  condici n  de  urgencia.  Ese  primer  procedimiento  concluy  con  eló ó  

establecimiento de la infracci n, en la cual se instruy  a la cl nica a devolveró ó í  

la  garant a  exigida.  í El  segundo  procedimiento  se  inici  con  laó  

formulaci n de cargos a la cl nica, la que no present  sus descargos, deó í ó  

modo que fue sancionada con la aplicaci n de multa a trav s de resoluci nó é ó  

de 2016 y es ra z de esta ltima decisi n que se genera la fase recursivaí ú ó  

posterior que dio lugar a esta reclamaci n.ó

2.2.- Decaimiento del acto administrativo:

La  tesis  de  la  recurrente  es  que  los  procesos  administrativos  no 

podr an extenderse por un plazo superior a los dos a os y que la sanci ní ñ ó  

para esa demora ser a la p rdida de efectos del acto administrativo o suí é  

decaimiento.

Se  hace  notar  en  primer  t rmino  que  el  decaimiento  no  tieneé  

reconocimiento legal, no est  contemplado en la ley y corresponde a unaá  

creaci n jurisprudencial y doctrinaria. Las nicas causales de t rmino de losó ú é  

procedimientos administrativos son las que contempla el art culo 40 de laí  

Ley 19.880.

Comoquiera que sea, destaca tambi n que esta reclamaci n no puedeé ó  

afectar lo ya resuelto de manera firme por la administraci n con motivo deló  

reclamado  presentado  por  el  paciente,  que  no  fue  impugnado  por  el 

prestador. 

De otro lado, hace notar que no es procedente invocar el decaimiento 

del acto administrativo respecto de un recurso administrativo, porque en tal 

caso opera el silencio administrativo . As  lo dispone el art culo 65 de la“ ” í í  

citada ley 19.880.

2.3.- Sobre las supuestas infracciones al debido proceso: 

Asegura que la sanci n fue aplicada tras un proceso administrativoó  

correctamente  tramitado,  haci ndose  cargo  enseguida  de  losé  

cuestionamientos planteados en la reclamaci n, a saber:ó

i.- Falta de pronunciamiento sobre la diligencia probatoria. Es efectivo 

que se incurri  en esa omisi n, pero la misma no tiene una entidad tal queó ó  

autorice para invalidar el proceso, concluyendo que no la ten a porque es laí  
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ficha  cl nica  el  instrumento  que  debe  ser  valorado  para  determinar  laí  

condici n de urgencia (Art. 12 de la Ley 20.584). Adem s, la apertura deló á  

t rmino probatorio resultaba innecesaria;é

ii.- Inversi n de la carga probatoria.  ó No hay tal cosa. Es obvio que 

corresponde  al  prestador  acreditar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 

legales;

iii.- Sobre la valoraci n de la prueba. ó La prueba fue valorada. Lo que 

ocurre es que la reclamante no est  conforme con esa valoraci n. á ó

2.4.- Cuant a de la multaí :  

Seg n  el  antes  citado  numeral  11,  esta  clase  de  infracci n  ú ó ser“ á 

sancionada,  de  acuerdo  a  su  gravedad,  con  multa  de  diez  hasta  mil  unidades  

tributarias .”

En este caso para regular la sanci n se consider  a gravedad de laó ó  

infracci n constituida por el incidente en el acceso a una situaci n de saludó ó  

indispensable  para  la  superaci n  de  un  riesgo  vital  y  la  circunstanciaó  

agravante de no haber dado cumplimiento a lo ordenado por la autoridad y 

no haber restituido las garant as exigidas al paciente.í

En cualquier  caso,  aduce  la  reclamada que en el  contexto de un 

reclamo de ilegalidad no resulta procedente disponer reducciones o rebajas 

de la sanci n. Cita jurisprudencia. ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

Considerando:

I.- Respecto de la alegaci n de inadmisibilidadó

Primero:  La misma reclamada que formula esta alegaci n se asilaó  

para ese fin en el texto del art culo 113 del DFL N  1 de Salud de 2005,í °  

que a la letra prescribe lo siguiente:

 En contra  de  la  resoluci n  que  deniegue  la  reposici n  el  afectado  podr“ ó ó á  

reclamar dentro de los quince d as h biles siguientes a su notificaci n ante la Corte deí á ó  

Apelaciones  que  corresponda,  la  que  deber  pronunciarse  en  cuenta  sobre  laá  

admisibilidad  del  reclamo  y  si  ste  ha  sido  interpuesto  dentro  del  t rmino  legal.é é  

Admitido  el  reclamo,  la  Corte  dar  traslado  por  quince  d as  h biles  a  laá í á  

Superintendencia. Evacuado el traslado, la Corte ordenar  traer los autos "en relaci n",á ó  

agreg ndose la causa en forma extraordinaria a la tabla del d a siguiente, previo sorteoá í  

de Sala cuando corresponda…”;
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Segundo:  Al margen de la opini n que puedan tener los integrantesó  

de esta sala en la materia o del significado que pudieran asignar a dicha 

norma legal y a las que se relacionan con ella, lo cierto es que el art culo 66í  

del C digo Org nico de Tribunales dispone que cada sala representa a laó á  

Corte de Apelaciones en los asunto que conoce. De tal manera, lo decidido 

en ese extremo por la sala tramitadora de este tribunal resulta vinculante en 

el aspecto de que se trata, m xime si se considera lo previsto en el art culoá í  

70 de la misma ley org nica y lo establecido especialmente por la normaá  

legal  precedentemente  transcrita  que,  de  modo  expreso,  dispone  que  el 

examen de admisibilidad es efectuado en cuenta (por la sala tramitadora) y 

que s lo una vez admitido el reclamo se confiere traslado a la reclamada. Yó  

ese fue el caso, sin que se formulara cuestionamiento, en tiempo y forma, 

respecto de la resoluci n aludida. ó

Por ende, cabe desestimar la alegaci n de inadmisibilidad;ó

II.- En cuanto al decaimiento del acto administrativo

Tercero:  El asunto a dilucidar ata e a la posibilidad de aplicar elñ  

denominado  decaimiento  del  acto  administrativo  cuando  se  trata  del“ ”  

ejercicio  de  la  funci n  punitiva  por  parte  de  la  administraci n  y,  m só ó á  

espec ficamente a n, cuando sta ha de resolver un recurso ejercido por elí ú é  

administrado. La tesis de la reclamante ha sido que tal decaimiento resulta 

aplicable y que el plazo para la actuaci n del caso ser a de dos a os;ó í ñ

Cuarto:  En lo inmediato,  debe apuntarse  que no existe norma 

legal  que  consagre,  reconozca  y  permita  dar  aplicaci n  al  se aladoó ñ  

decaimiento, lo que ya es un obst culo de muy dif cil remoci n para darleá í ó  

cabida. Un espacio posible ser a asumir que se est  en presencia de un vac oí á í  

legal  que  pudiera  o  debiera  ser  colmado  por  la  jurisprudencia  en  su 

excepcional actividad creadora de derecho  ex novo. Empero, para ello es 

preciso que efectivamente exista un vac o normativo y que no se franquee alí  

administrado ninguna salida para la indefinici n a la que estar a sometido,ó í  

gener ndose  de  ese  modo  una  situaci n  que  por  irracional  deviene  ená ó  

injusta. Sin embargo, ese no es el caso;         

Quinto:  En efecto, de acuerdo con la ley, la falta de observancia 

de los plazos se alados para resolver las peticiones de los interesados traeñ  

consigo  -como  efecto  legalmente  previsto-,  el  llamado  silencio“  
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administrativo ,  que  corresponde  a  una  manifestaci n  de  los  principios” ó  

conclusivo y de inexcusabilidad que consagran los art culos 8  y 14 de laí °  

Ley 19.880. Su fundamento es precisamente que el administrado no debe 

permanecer en la incertidumbre. Sin embargo, a diferencia de lo que se 

sostiene  en  la  reclamaci n,  cuando se  trata  del  ejercicio  de  la  potestadó  

sancionadora por parte de la Administraci n e inclusive cuando sta debaó é  

pronunciarse sobre impugnaciones, su falta de respuesta o la falta de una 

respuesta oportuna, hace operar el silencio negativo  que regla el art culo“ ” í  

65 de la Ley 19.880, concede al administrado una prerrogativa para romper 

la eventual indefinici n;ó

Sexto:  As , el citado art culo 65 dispone que  í í el  interesado  podr“ á  

pedir que se certifique que su solicitud no ha sido resuelta dentro de plazo legal. El  

certificado se otorgar  sin m s tr mite, entendi ndose que desde la fecha en que ha sidoá á á é  

expedido  empiezan  a  correr  los  plazos  para  interponer  los  recursos  que  procedan”. 

Desde luego, el empleo de la expresi n podr  resulta indicativa de unaó “ á”  

facultad y no de una obligaci n. Sin embargo, parece demasiado evidenteó  

que si el administrado no ejerce una facultad que la ley le confiere, significa 

que  tolera  el  retardo.  En  caso  alguno  puede  extraerse  de  ello  que  su 

inactividad  comporte  una  suerte  de  reserva  de  derechos  para  alegar“ ”  

posteriormente la nulidad. Quien no act a, pudiendo hacerlo, tambi n debeú é  

someterse a las consecuencias de su inacci n, so pena de contrariar unaó  

conducta propia. Aceptarlo, significar a amparar la mala fe.í

Por  consiguiente,  cabe  desechar  la  alegaci n  de  decaimiento  deló  

acto administrativo, por improcedente;

III.- En cuanto a las restantes alegaciones

S ptimo:  é Con  relaci n  a  los  reclamos  sobre  una  pretendidaó  

vulneraci n del derecho al debido proceso, ha de indicarse lo que sigue: ó a)  

Acerca de la falta de pronunciamiento sobre la diligencia probatoria, una de 

las  condiciones  para  que  una  falencia  de  ese  orden  pueda  acarrear  la 

nulidad de lo actuado es que quien se sienta perjudicado con ello reclame 

oportunamente de la omisi n porque, de lo contrario, su inacci n comportaó ó  

convalidaci n. Es lo que aconteci  en la especie, de manera que la actualó ó  

denuncia carece de oportunidad; b) Sobre la supuesta inversi n de la cargaó  

probatoria, nada de ello se advierte puesto que la Administraci n lleg  aó ó  
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determinar la condici n de emergencia con motivo del reclamo formuladoó  

por  el  paciente  y  tras  la  revisi n  de  los  antecedentes  cl nicos  del  caso,ó í  

asumiendo de ese modo su deber de acreditar los supuestos de hecho de la 

imputaci n;  y  ó c) Sobre  la  valoraci n  de  la  prueba,  no  es  efectiva  esaó  

deficiencia y tan cierto es ello que la misma reclamante se ala las razonesñ  

de la apreciaci n probatoria, los motivos expresados en la resoluci n paraó ó  

desechar el m rito de la prueba que adjuntara;  é

S ptimo:  é De  otro  lado, e l  numeral  11  del  art culo  121  del° í  

art culo  D.F.L. N 1, de 2005, del Ministerio de Salud, se ala que: í ° ñ

“Le corresponder n a la Superintendencia,  para la fiscalizaci n de todos losá ó  

prestadores de salud, p blicos y privados, las siguientes funciones y atribuciones, las queú  

ejercer  a trav s de la Intendencia de Prestadores de Salud:á é

11. … Fiscalizar a los prestadores de salud en el cumplimiento de lo dispuesto en  

los  art culos  134 bis;  141,  incisos  pen ltimo y final;  141 bis;  173,  incisos  s ptimo yí ú é  

octavo, y 173 bis, y sancionar su infracci n.ó

    La infracci n de dichas normas ser  sancionada, de acuerdo a su gravedad,ó á  

con multa de diez hasta mil unidades tributarias mensuales .”

Por su parte, el art culo 141 bis del citado cuerpo legal, en lo queí  

interesa, estatuye lo que sigue: 

“Los  prestadores  de  salud  no  podr n  exigir,  como  garant a  de  pago  por  lasá í  

prestaciones que reciba el paciente, el otorgamiento de cheques o de dinero en efectivo.  

En estos  casos,  se podr  garantizar  el pago por otros  medios  id neos,  tales  como elá ó  

registro de la informaci n de una tarjeta de cr dito, cartas de respaldo otorgadas por losó é  

empleadores, o letras de cambio o pagar s, los que se regir n por las normas contenidasé á  

en la ley N  18.092º ;”

Octavo: En lo que ata e a la determinaci n de la infracci n, a la luzñ ó ó  

de la preceptiva precedentemente transcrita no se advierte la ilegalidad que 

se reclama dado que la Intendencia de Prestadores de Salud llev  a cabo eló  

procedimiento  administrativo  incoado  por  la  denuncia  que  recibiera  del 

paciente, en orden a haberse exigido el otorgamiento de garant as (mandatoí  

y pagar ), para proceder a su atenci n m dica, estando en condici n deé ó é ó  

urgencia. Ese hecho y circunstancia se encuentran expresamente prohibidas 

por el art culo 141 bis del D.F.L. N  1, de 2005, del Ministerio de Salud, loí º  

que motiv  la imposici n de la sanci n que se reclama;ó ó ó

Noveno:  Es  preciso  apuntar  a  este  respecto  que,  al  margen  de 

corresponder esta sede a un reclamo de legalidad que en principio-, no–  
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permite la revisi n de los hechos, lo cierto es que no puede pretender ahoraó  

la  reclamante  ponerlos  en  entredicho  si  no  impugn  oportunamente  laó  

decisi n reca da en el reclamo presentado por el paciente;ó í

D cimo:  é Tampoco puede ser calificada de arbitraria la resoluci nó  

reclamada a los fines de explicar la cuant a de la multa. Ha de concederseí  

que la fundamentaci n correspondiente no es del  todo satisfactoria.  Conó  

todo, tal deficiencia carece de influencia en lo decidido. En efecto, cabe 

negar lugar a la pretendida desproporci n que se acusa, precisamente por laó  

relevancia del bien jur dico comprometido y por el hecho de que mediandoí  

un riesgo vital el paciente o sus acompa antes son sometidos a la exigenciañ  

inoportuna  de  garantizar  pecuniariamente  las  prestaciones  m dicas.  Eso,é  

implica  anteponer  un  inter s  econ mico  a  la  protecci n  de  un  derechoé ó ó  

fundamental y b sico. No est  de m s consignar ac  que la paciente falleciá á á á ó 

9 d as despu s de su ingreso al establecimiento de la prestadora.í é

Como fuere, lo determinante es que tal sanci n fue fijada dentro deó  

un  rango adecuado  si  se  considera  la  amplia  extensi n  de  la  cuant aó í  

establecida en el p rrafo segundo del numeral 11  del art culo 121 del DFLá ° í  

N  1, de 2005, del Ministerio de Salud.º

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad,  adem s,  con  loá  

preceptuado  en  el  art culo  113  del  D.F.L.  N  1,  del  a o  2005,  delí ° ñ  

Ministerio de Salud,  se  rechaza el recurso de  reclamaci nó  deducido en 

esta  causa,  sin  costas  por  estimarse  que  hubo  motivo  plausible  para 

deducirlo.

Acordada con el voto en contra de la ministra se ora Villadangos,ñ  

quien  fue  del  parecer  de  acoger  la  reclamaci n  interpuesta  al  estimaró  

procedente  el  decaimiento y la  subsecuente  carencia  de efectos  del  acto 

administrativo, en virtud de las siguientes consideraciones:

1.- Como lo ha venido sosteniendo la Corte Suprema, el decaimiento 

del  procedimiento  administrativo  sancionador,  esto  es,  su  extinci n  yó  

p rdida de eficacia, no es sino el efecto jur dico provocado por su dilaci né í ó  

indebida  e  injustificada,  en  abierta  vulneraci n  a  diversos  principios  deló  

derecho administrativo obligatorios para la Administraci n, los que adem só á  

tienen  consagraci n  legislativa,  tales  como  los  principios  de  eficiencia,ó  
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eficacia y celeridad que se relacionan con la oportunidad en que se realizan 

las actuaciones administrativas.

2.- Asimismo, se ha se alado que en la b squeda de un criterio rectorñ ú  

para dar por establecido el decaimiento del procedimiento administrativo 

por el transcurso del tiempo, habr  de estarse a los plazos que el Derechoá  

Administrativo contempla para situaciones que puedan asimilarse. En este 

sentido, se ha acudido a lo dispuesto en el art culo 53 inciso primero de laí  

Ley N  19.880, precepto que fija a la Administraci n un plazo de dos a os° ó ñ  

para invalidar sus actos administrativos por razones de legalidad.

3.-  Por  consiguiente,  considerando  los  supuestos  de  hecho  en–  

t rminos de c mputo de plazos-, que se ala el reclamante, los que no haé ó ñ  

sido  discutidos  de  contrario,  resulta  que  la  Superintendencia  de  Salud 

demor  m s de dos a os en resolver la aplicaci n de la multa, contadosó á ñ ó  

desde la fecha de formulaci n de cargos, dilaci n indebida e injustificadaó ó  

que  genera el  referido  efecto  jur dico  de  decaimiento  del  procedimientoí  

administrativo sancionador, esto es, su extinci n y p rdida de eficacia, aló é  

verse afectado su contenido jur dico que se ha tornado in til o abiertamenteí ú  

ileg timo.í

Redact  el ministro Astudillo.ó

Reg strese y arch vese en su oportunidad.í í

Rol N  228-2020.-  °

    

 

 

    Pronunciada por Segunda Sala de la Iltma. Corte de Apelaciones de 

Santiago,  presidida  por  el  Ministro  se or  Omar  Astudillo  Contreras  eñ  

integrada  por  la  Ministra  se ora  Mar a  Soledad  Melo  Labra  y  por  lañ í  

Ministra se ora Maritza Villadangos Frankovich. ñ
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Omar Antonio Astudillo C.,

Maria Soledad Melo L., Maritza Elena Villadangos F. Santiago, veinte de noviembre de dos mil veinte.

En Santiago, a veinte de noviembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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